BOLETÍN N° 718-13
INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, recaído en el proyecto de ley sobre mejoramiento de las pensiones de los empleados públicos y otras disposiciones previsionales.
Honorable Senado:
Vuestra Comisión de Trabajo y
Previsión Social tiene el honor de informaros el proyecto de la referencia, en segundo trámite constitucional, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, para el que ha hecho presente la urgencia, con calificación de "simple".
El proyecto que os proponemos,
con las excepciones de sus artículos 10 y transitorio, debe ser aprobado con quórum calificado, por cuanto constituye una regulación del ejercicio del derecho a la seguridad social, de acuerdo a lo previsto en el articulo 19, N° 18, de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso tercero, de la misma Carta Fundamental.
A  las  sesiones  en  que  la
Comisión estudió esta iniciativa concurrieron, especialmente invitados, el señor Subsecretario de Previsión Social, don Luis Orlandini Molina, la señora Jefe del Departamento Actuarial de la Superintendencia de Seguridad Social, doña Eliana Quiroga Aguilera, el señor Subdirector de Racionalización y Función Pública
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de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, don Mario Marcel Jullian, el asesor del Ministerio de Hacienda, don Alberto Arenas De Mesa, el señor Rector de la Universidad de Chile, don Jaime Lavados Montes, el señor Rector de la Universidad Católica de Valparaíso, don Bernardo Donoso Riveros, el señor Rector Subrogante de la Universidad de Santiago de Chile, don Juan Zolezzi Cid y su asesor jurídico, don Guido Aguirre De la Rivera, el señor Contralor de la Universidad de Valparaíso, don Leonel Guzmán Suárez, el señor Presidente del Comité Coordinador Nacional de Asociaciones de Académicos de las Universidades Chilenas, don Iván Saavedra S., los dirigentes de esa entidad señores Patricio García-Tello Olivares, Presidente de la Asociación Gremial de Académicos de la Universidad Católica de Valparaíso, Carlos Alvarez Polich, de la misma Asociación, Enrique Muñoz Mickle, Director de la Asociación de Académicos de la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación, Luís Aracena Aguayo, abogado asesor, Luís De la Torre, Presidente de la Asociación de Académicos de la Universidad de Santiago de Chile, y Rolando Luna, Presidente de la Agrupación de Profesores en proceso de retiro de esa Universidad.
La Comisión recibió,  además,
una presentación del señor Rector de la Universidad de Valparaíso, don Agustín Squella Narducci, en la que hizo presente diversas consideraciones que justificarían la incorporación a esta iniciativa del personal de las instituciones de educación superior que está afiliado al Instituto de Normalización Previsional.

- - -
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ANTECEDENTES
Para el debido estudio de esta
iniciativa, se tuvieron en vista,  entre otros antecedentes, las disposiciones legales que en seguida se señalan:
1.-  La ley N° 10.475, sobre jubilación y pensiones de los empleados particulares.
a)
El artículo 8o,  inciso
segundo,  de ese cuerpo legal dispone que para el cálculo de los beneficios de previsión se considerará sueldo  base  el  promedio  de  las  remuneraciones imponibles afectas al Fondo de Retiro, y percibidas en los sesenta meses que preceden al momento de otorgar el beneficio.    Para  este  efecto  las  remuneraciones imponibles percibidas durante los primeros veinticuatro meses se multiplicarán por la relación existente entre el sueldo vital de Santiago vigente el último mes y el que regía en cada uno de aquéllos.   Los demás se tomarán por su valor efectivo.
b)
El artículo 11 contempla
el  derecho  a percibir pensión de  jubilación por antigüedad para los imponentes que tengan treinta y cinco años de servicios reconocidos, y pensión de jubilación por vejez para los que tengan sesenta y cinco años de edad.
Las imponentes mujeres tendrán
derecho a recibir la pensión de jubilación por antigüedad con treinta años de servicios computables para dicho efecto, de los cuales veinticinco deberán ser  efectivamente  trabajados,  o  con  veinte  años
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efectivamente trabajados y cincuenta y cinco años o más de edad.

c)  El artículo 12 señala que

el monto de las pensiones de jubilación por antigüedad y por vejez será igual a tantos treinta y cinco avos del sueldo base establecido en el artículo 8º, como años de imposición reconocidos tenga el beneficiario, y tendrá como máximo el monto del sueldo base mencionado.

2. -  El decreto con fuerza de

ley N° 1.340 bis, de 1930, orgánico de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas.

a)
Su artículo 19 indica que

el  sueldo  base  para  calcular  los  beneficios  de jubilación y montepío será el término medio de los sueldos por los cuales se hubieren hecho imposiciones a la Caja durante los últimos treinta y seis meses de servicios.

b)
El artículo 23 expresa que los   empleados   que   se   invalidaren   física   o intelectualmente  para  desempeñar  su  empleo  o  que tuvieren sesenta y cinco años de edad después de cumplir diez años de  servicios y de imposiciones, tendrá derecho a jubilar con una pensión equivalente a tantos treintavos del sueldo base como años hubiere servido.

                        c) En el artículo 25, permite jubilar a los imponentes que hayan servido o hecho imposiciones por más de treinta años, con una pensión equivalente al sueldo ajustado al artículo 19 sin necesidad de acreditar otro requisito que haber hecho imposiciones  en la Caja durante  el referido  tiempo
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3.-     La  ley  N°   15.386, artículo 25.
Dicho precepto ordena que, a
contar desde la vigencia de esa ley, ninguna persona podrá jubilar ni obtener pensiones con una renta superior a una determinada cantidad de sueldos vitales mensuales, que el artículo 16 del decreto ley N° 2.448, de 1979, fijó en cincuenta.
En virtud del artículo 8o de
la ley N° 18.018, que dispuso la conversión de los sueldos vitales a ingresos mínimos, y del decreto N° 51, del Ministerio de Justicia, de 1982, que fijó la tabla respectiva, los cincuenta sueldos vitales, multiplicados por el factor 0,222 757, corresponden a 11,1378 ingresos mínimos.
4.-  El decreto ley N° 2.448,
de 1979, introdujo diversas modificaciones a los regímenes de pensiones. Entre ellas, dispuso que en todos los regímenes previsionales las pensiones serán consideradas como pensiones por antigüedad, excluidas únicamente las de invalidez, las que requieran algún requisito de edad para su obtención y las que sean de sobrevivencia.
Añadió que los requisitos de
edad establecidos en los actuales regímenes previsionales para obtener pensión por esta causa, serán de sesenta y cinco años, para los hombres, y de sesenta, para las mujeres.
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5.-  El decreto ley N° 3.501,

de 1930, que fija un nuevo sistema de cotizaciones previsionales.

a)
En  su   artículo  1º,

determina las cotizaciones a que están afectas las remuneraciones   imponibles   de   los   trabajadores dependientes afiliados a las instituciones de previsión del antiguo sistema.

b)
En   el  artículo  5º
establece  que estará exenta de imposiciones la parte de las remuneraciones  que exceda de sesenta Unidades de Fomento del último día del mes anterior.

Lo anterior, sin perjuicio de

lo establecido en el artículo 25 de la ley N° 15.386 y sus modificaciones, que regirá exclusivamente para determinar el límite inicial de las pensiones. La pensión válidamente otorgada constituirá un monto global, que sólo podrá ser incrementado en virtud de norma legal expresa.

6.-     La  ley  N°  18.675,

publicada el 7 de diciembre de 1987, que incrementó las remuneraciones del Poder Judicial, estableció un aporte adicional para pensiones, aumentó la base de cotizaciones para el financiamiento de los beneficios de pensiones, y concedió bonificaciones compensatorias.

a)   En el artículo 9º, dio

carácter de imponible, para los beneficios de pensiones, a la mayor parte de las remuneraciones del sector público que tenían hasta entonces la calidad de no imponibles.
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Dispone   ese   precepto   lo siguiente:
"Artículo 9°.-  Las remunera​ciones  y  bonificaciones,  no  imponibles,  de  los trabajadores de las entidades actualmente regidas por el  artículo  1o  del decreto ley N° 249,  de  1974, incluida la que se establece en el artículo 3o de esta ley; el decreto ley N° 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley N° 3.551, de 1981; y las no imponibles de los trabajadores de empresas y organismos del Estado cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo al artículo 9o del decreto ley N° 1.953, de 1977, con excepción de las asignaciones de colación, de casa del artículo 4o de esta ley, de movilización del artículo 1o del decreto ley N° 300, de 1974 y del artículo 76 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, de zonas, gastos por pérdida de caja, viáticos, cambio de residencia,  trabajos  extraordinarios,  nocturnos,  en días  festivos  y  a  continuación  de  la  jornada, asignación del artículo 17 de la ley N° 18.091, gastos de representación del artículo 3o del decreto ley N° 773, de 1974 y del artículo 18 de la ley N° 18.091, asignación  del  decreto  ley  N°  1.166,  de  1975, asignación de producción del artículo 2o del decreto ley N° 632, de 1974, y bonificación del inciso tercero del artículo 172 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, y de la asignación del artículo 19 de la ley N° 15.386, estarán afectas, a contar del 1o de enero de 1988, a las cotizaciones para el financiamiento de los beneficios de pensiones que establecen la columna 3 del artículo 1o del decreto ley N° 3.501, de 1980, y el artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, según corresponda,  siempre que los trabajadores referidos estén  afectos  a  las  cotizaciones  para  pensiones establecidas en estos últimos decretos leyes.
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En todo caso, la suma de las
remuneraciones imponibles y no imponibles sobre las que deberán cotizar para pensiones, no podrá exceder los limites establecidos en el inciso primero del artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980, y en el inciso primero del artículo 5° del decreto ley N° 3.501, de 1980.
La  imponibilidad  para  los
beneficios de pensiones que establece este articulo, no podrá considerarse para calcular otros beneficios, tales como el desahucio del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, compensaciones por tiempo servido de origen legal, consistentes en indemnizaciones por años de servicio, desahucio y otras prestaciones de análoga finalidad, asignación por cambio de residencia y seguro de vida de las instituciones de previsión.
Dicha imponibilidad tampoco se
considerará para los efectos de las cuotas de incorporación y de los aportes de los trabajadores a los Servicios, Departamentos u Oficinas de Bienestar, sin perjuicio de las modificaciones que puedan hacerse a los reglamentos respectivos.".
b)  El artículo 10 otorgó, a
contar del 1o de enero de 1988, determinadas bonificaciones destinadas a compensar los efectos de la mayor imponibilidad dispuesta en el artículo 9o, para los trabajadores de planta y a contrata remunerados conforme a las Escalas de Sueldos del decreto ley N° 249, de 1974 -Escala Única de Sueldos-; del artículo 5o del decreto ley N° 3.551, de 1981 -Contraloría General de la República e Instituciones Fiscalizadoras-; del artículo 23 del mismo decreto  ley N° 3.551, de 1981
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-Municipalidades- y del decreto ley N° 3.058, de 1979 -Poder Judicial-, así como al personal regido por la ley N° 15.076 -Estatuto Médico Funcionario-, y por el artículo 13 del decreto ley N° 1.608, de 1976, o sea, asesorías a Ministerios.
Establecen  los  dos  incisos
finales de ese artículo que todas las bonificaciones antes mencionadas no tendrán carácter imponible, excepto para las cotizaciones de salud y de pensiones, y que no tendrán derecho a ellas las personas que no estén afectas a las cotizaciones previsionales establecidas en los decretos leyes N°s 3.500 y 3.501, ambos de 1980.
c)  El artículo 15 ordena que,
pese a la mayor imponibilidad de las remuneraciones y bonificaciones del sector público, se considerarán imponibles para el cálculo de las pensiones que otorguen las cajas de previsión, sólo las que lo eran antes del 1o de enero de 1988, y prevé un mecanismo de inclusión paulatina de los restantes ingresos imponibles.
Expresa, al efecto,  la norma en referencia:
"Artículo 15.-  No obstante lo
dispuesto en los artículos 9o y 10, para los efectos del cálculo de las pensiones que otorguen las cajas de previsión señaladas en el artículo 1o del decreto ley N° 3.501, de 1980, incluidas las por aplicación del artículo 129 del decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, a los trabajadores que al momento de pensionarse se encuentren regidos por alguno de los sistemas de remuneraciones a que se refieren los artículos 9o y 14
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de esta ley, se considerarán como remuneraciones imponibles las que hubiesen correspondido conforme a la normativa vigente con anterioridad al 1º de enero de 1988.

                          El  monto  de  las  pensiones

determinadas de acuerdo con las normas generales aplicables conforme a la legislación vigente, con exclusión de la ley N° 18.263, y a lo señalado en el inciso anterior, se incrementará en la cantidad que resulte de efectuar las siguientes operaciones:

a)
A  las  remuneraciones

imponibles por las cuales efectivamente se cotizó para pensionarse  durante  el  período  considerado  en  el cálculo  del  sueldo  base,  se  les  descontarán  el incremento del decreto ley N°  3.501,  de 1980,  las bonificaciones establecidas en la ley N° 18.566 y en el artículo 10 de la presente ley, y las remuneraciones imponibles  señaladas en el inciso primero de este artículo.

b)
Considerando    las

remuneraciones determinadas conforme a la letra a) anterior se calculará el sueldo base, que corresponda de acuerdo con las respectivas disposiciones legales.

c)
El sueldo base calculado

conforme a la letra b) se multiplicará por el factor que resulte de dividir el tiempo, expresado en años, por el cual efectivamente se haya cotizado a contar del 1º de enero de 1988, por el tiempo exigido en el respectivo régimen previsional para tener derecho a pensión completa.  En el evento de no existir norma al efecto se dividirá por 35 años y, en el caso de la determinación de pensiones conforme al artículo 129 del
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decreto con fuerza de ley N° 338, de 1960, se considerarán 30 años como tiempo exigido.

Las       pensiones       así
incrementadas no podrán exceder del límite del artículo 25 de la ley N° 15.386 y sus modificaciones en caso de estar afectas a dichas normas, y recibirán, con posterioridad, los reajustes generales que correspondan de acuerdo con las normas vigentes sobre la materia.

Lo dispuesto en este artículo

no se aplicará cuando se trate de pensiones regidas por la ley N° 16.744.".

d)  Por su parte, el artículo

18 prevé que el límite inicial de las pensiones será, a contar de las fechas que se indican, la cantidad de ingresos mínimos que se señalan:

1º
de enero de 1993
12

1º
de enero de 1994
12,5

1º
de enero de 1995
13

1º
de enero de 1996
13,5

1º
de enero de 1997
14

1º
de enero de 1998
14,5

1º
de enero de 1999
15

Agrega     que,     en     la

determinación de tales límites, se considerará el ingreso mínimo sin el incremento establecido en el inciso tercero del artículo 2º del decreto ley N° 3.501, de 1980, esto es, el ingreso mínimo aplicable para fines no remuneracionales.

7.-  El decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, del Ministerio del Interior, de 1980.

12.-
a)
El artículo  4º,  en  su

texto   original,   hacía   aplicables   al   personal perteneciente al organismo público que tiene a su cargo el servicio que se transfiere a una Municipalidad, las disposiciones del Código del Trabajo y las normas del sector  privado  en  cuanto  a  régimen previsional  y sistemas de reajustes y de remuneraciones.

En el inciso tercero de ese artículo advertía lo siguiente:

"No obstante, el personal en

actual servicio, dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha del traspaso, podrá optar por el régimen previsional y por el sistema de sueldos y salarios a que estaba afecto. La opción deberá ejercerse en un solo todo, sin que pueda dividirse entre régimen previsional y sistema de sueldos y salarios. Mientras transcurre dicho plazo, los funcionarios conservarán el sistema de sueldos y salarios y el régimen previsional que los regla. Expirado dicho término, la falta de opción significará la voluntad de cambiar los regímenes salarial y previsional a que estaban afectos.".

b)
El  artículo  4º  fue

sustituido en virtud del artículo 15 de la ley N° 18.196, de 28 de diciembre de 1982, y no se contempló en el precepto de reemplazo el derecho de opción antes aludido.

El artículo 2º transitorio de

la misma ley dispuso que, no obstante dicha sustitución, el personal que se hubiere acogido a la opción del referido inciso tercero,  "conservará el

13.-
régimen previsional que hubiere escogido, sin perjuicio de que pueda ejercer el derecho a trasladarse al sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.
Asimismo, el personal que sea
traspasado en el futuro, podrá, dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha del traspaso, optar por mantener el régimen previsional de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, sin perjuicio de que pueda ejercer el derecho a trasladarse al sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980.
Para  los  efectos  de  las
opciones a que se refiere este artículo, dichos personales tendrán como remuneración imponible la del grado que tengan asignado al momento del traspaso. Dicha imponibilidad se reajustará en el mismo porcentaje que pueda concederse en el futuro a dicho grado por aplicación de reajustes generales.".
8.-     La  ley  N°  19.070,
Estatuto de los Profesionales de la Educación, publicada el 1o de julio de 1.991.
a)  Al iniciar su Título III,
"De la carrera de los profesionales de la educación del sector municipal", en el artículo 19, advierte que para estos efectos se considera "sector municipal" aquellos establecimientos que dependen directamente de los Departamentos de Administración Educacional de cada Municipalidad, o de las Corporaciones Educacionales creadas por éstas o los que, habiendo sido municipales, son administrados por corporaciones educacionales privadas, de acuerdo con las normas del decreto ley N° 1-3.063, de Interior, de 1980.
14.-
b)   El artículo 40 contempla
la plena imponibilidad de las remuneraciones de los profesionales de la educación del sector municipal, el otorgamiento de una bonificación compensatoria y la aplicación del sistema general de cálculo de las pensiones del sector público, en la forma que sigue:
"Artículo 40. - Los profesio​nales de la educación tendrán derecho a que se les efectúen imposiciones previsionales sobre la totalidad de sus remuneraciones. Para estos efectos se entiende por remuneraciones lo establecido en el artículo 40 del Código del Trabajo.
Para que los profesionales de
la educación a quienes se aplique esta norma, mantengan el monto líquido de sus remuneraciones éstas deberán ser aumentadas mediante una bonificación que tendrá el mismo carácter de las establecidas en las leyes N°s 18.566 y 18.675 y su monto será determinado por el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Educación y suscrito por los Ministros de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social.
La  base  de  cálculo  de  las
pensiones de los profesionales de la educación a quienes beneficie esta norma, que estuvieren acogidos al régimen de previsión de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, actual Instituto de Normalización Previsional, se determinará en la misma forma que la establecida para los imponentes que se señalan en el artículo 15 de la ley N° 18.675, sin perjuicio de que se considere que han efectuado imposiciones desde el 1o de enero de 1988, para dar
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cumplimiento a lo establecido en la letra c) del mencionado artículo 15.".
c)  El artículo 12 transitorio
manifiesta que, no obstante lo establecido en el artículo 40, a los profesionales de la educación que se acogieron a la opción de continuar en el régimen previsional de empleado público y que tienen como remuneración imponible la que disfrutaban al momento del traspaso, la mayor imponibilidad se les aplicará gradualmente, de acuerdo a una escala de cuatro años de duración, diferenciando al efecto entre quienes tenían 26 o más años de servicios o imposiciones al 1o de marzo de 1991, y los que tenían menos de esa cantidad.
9.-   El Código del Trabajo, ley N° 18.620, artículo 40.
Entiende por remuneración las
contraprestaciones en dinero y las adicionales en espe​cie avaluables en dinero que debe percibir el traba​jador del empleador por causa del contrato de trabajo.
No  constituyen  remuneración
las asignaciones de movilización, de pérdida de caja, de desgaste de herramientas y de colación, los viáticos, las prestaciones familiares otorgadas en conformidad a la ley, la indemnización por años de servicios establecida en los artículos 159 y 160 -referencia que debe entenderse hecha a las disposiciones pertinentes de la ley N° 19.010, sobre terminación del contrato de trabajo y estabilidad en el empleo- y las demás que proceda pagar al extinguirse la relación contractual ni, en general, las devoluciones de gastos en que se incurra por causa del trabajo.
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10.-  El decreto con fuerza de
ley N° 3, de Educación, de 1980 -publicado el 31 de diciembre de ese año-, que dispone normas sobre remuneraciones en las Universidades chilenas.
Su  artículo  1o  regula  la
fijación de las remuneraciones del personal y su imponibilidad, en la forma que sigue:
"Artículo 1o . - Las remunera​ciones del personal de las Universidades, incluido aquel afecto a la ley N° 15.076, serán fijadas de acuerdo a las normas orgánicas de cada una de ellas.
En todo caso, cualquiera sea
el sistema de remuneraciones que establezcan las Universidades, las remuneraciones no imponibles vigentes a la fecha de este decreto con fuerza de ley conservarán esa calidad. Estas remuneraciones no imponibles que sean porcentajes de los sueldos bases, pasarán a ser imponibles en la parte en que se aumentan dichos porcentajes.
Las  remuneraciones  que  se
establezcan en el futuro, distintas de las vigentes a esta fecha o que sustituyan a alguna de estas últimas, serán siempre imponibles, con la sola limitación del artículo 25 de la ley N° 15.386.
Los aumentos en el nivel de
gastos que pudiere originarse por aplicación del presente decreto con fuerza de ley, deberán ser asumidos con los recursos propios de las Universidades y no darán lugar, en consecuencia, a incrementos en el aporte fiscal a dichas instituciones.".
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En el Mensaje con que S.E. el
Presidente de la República inició este proyecto de ley en la Honorable Cámara de Diputados, observó que sus disposiciones, fundamentalmente, apuntan a tres órdenes de materias: corregir las distorsiones que afectan a las pensiones del personal del sector público afiliado al Instituto de Normalización Previsional; solucionar problemas de imponibilidad de las remuneraciones del personal traspasado a la administración municipal y del personal de la Dirección General de Deportes y Recreación, y elevar el límite máximo del monto inicial de las pensiones del antiguo régimen previsional.
La opinión del Jefe de Estado,
en relación con el primero de esos aspectos, es que la situación previsional de los trabajadores del sector público, incluidos los del sector municipal, se ha caracterizado por grandes anomalías. Entre éstas se cuenta el pago de imposiciones previsionales sobre una renta inferior a la mitad de la remuneración hasta 1987, el otorgamiento de pensiones equivalentes a alrededor de un 40% de los ingresos de los trabajadores al finalizar su vida activa y el rezago del tope de beneficio de pensión con respecto al límite máximo imponible, situación esta última que afecta a los imponentes de los diversos regímenes de pensiones del antiguo sistema.
Hizo notar que, a lo largo de
los años, se establecieron remuneraciones adicionales por diversos capítulos, que fueron declaradas no imponibles para los efectos de los regímenes de pensiones. Así, estos empleados llegaron a ganar remuneraciones que sólo eran imponibles en un 40% aproximadamente, lo que, evidentemente, constituyó una
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grave anormalidad, puesto que en el sistema de seguridad social, el régimen de beneficios para dar cobertura a los estados de necesidad se regula en función de la remuneración imponible. De este modo, el monto de los beneficios de la seguridad social se apartaban cada vez más de las remuneraciones reales percibidas por los servidores públicos. Esta situación afecta en la actualidad, entre otros, a más de 50.000 funcionarios afiliados a la ex-Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas.
Destacó que la ley N° 18.675
dispuso que estos empleados públicos debían empezar a cotizar por la totalidad de sus remuneraciones -con las solas y justificadas excepciones que ella misma indicó-a contar de enero de 1988. Sin embargo, para el cálculo del sueldo base de pensión, limitó los efectos de la nueva imponibilidad, disponiendo que la mayor remuneración imponible se consideraría solamente a razón de un treinta o de un treinta y cinco avo, según el caso, por cada año en que se efectuaran estas mayores cotizaciones.
El  efecto  práctico  de  la
citada disposición se tradujo, por ejemplo, en la necesidad de que el empleado público imponente del régimen de la ex-Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, completara treinta años cotizando sobre esta mayor remuneración para obtener que ella se le computara totalmente en el cálculo de la base de pensión, lo que vino a alterar sustancialmente la norma general de cálculo de dicha base, que, en el caso del régimen aludido, considera la remuneración por la cual se efectúan imposiciones en el lapso de treinta y seis meses que anteceden a la fecha de cesación de servicios.
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Puntualizó que, para remediar
esta situación, el proyecto reemplaza el articulo 15 de la ley N° 18.675, disponiendo que los sueldos bases de las pensiones se calcularán de acuerdo con las normas de los respectivos regímenes de previsión, lo que importa poner término a la limitación establecida en el referido artículo.
En segundo lugar, el proyecto
de ley corrige la situación, también anormal, que en materia de imponibilidad sobre las remuneraciones se había creado al personal de la Administración Pública traspasado a las Municipalidades -verbi gratia, sectores de educación y de salud-, al cual se le dio la opción de mantenerse afecto al régimen previsional del sector público, pero se les mantuvo, en forma ficticia, como remuneración imponible la correspondiente al grado de que disfrutaban en la época del traspaso, sin considerar los aumentos de remuneraciones distintos a reajustes, otorgados con posterioridad. Además, al mantenerse este personal sujeto al régimen previsional de empleado público, se vio afectado por el mismo problema de menor imponibilidad propio de dicho sector. De esta manera, se produjo en estos casos un divorcio entre la remuneración real que pasó a ganar el trabajador traspasado y aquélla por la cual continuó efectuando cotizaciones.
Esta   situación   no    fue
corregida por la ley N° 18.675 -de modo que el aludido sector continuó imponiendo sólo sobre el 40% aproximadamente de su remuneración real, y sin considerar en absoluto las nuevas remuneraciones que pudieron empezar a ganar en el sector municipal-, y
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sólo vino a abordarse en forma parcial respecto de los profesionales de la educación, en la ley N° 19.070.
El    proyecto,     asimismo,
soluciona el problema de imponibilidad de las remuneraciones del personal de la Dirección General de Deportes y Recreación, imponente de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, que no fue incluido en la ley N° 18.675.
Por último -continúa señalando
el Jefe del Estado-, el proyecto viene a solucionar otro importante problema relacionado con las disposiciones legales que -de acuerdo con los modernos principios de seguridad social- fijan un limite máximo al monto inicial de las pensiones en el antiguo sistema previsional. Ese límite está fijado en 11,1378 ingresos mínimos, equivalentes a $ 319.732,82.- a junio de 1992. La ley N° 18.675 estableció un aumento de este límite máximo, en forma escalonada entre enero de 1993 y enero de 1999, fecha esta última en que alcanzaría el equivalente a 15 ingresos mínimos.
El proyecto dispone fijar el
monto del límite máximo inicial de las pensiones del sistema antiguo en $ 430.605.-, equivalentes a los referidos 15 ingresos mínimos, anticipando así, en prácticamente siete años, la meta puesta por la ley N° 18.675, y resolviendo esta situación, en términos de acercar el límite máximo de las pensiones a la remuneración máxima por la cual se efectúan las imposiciones.
Después   de   efectuar   una
acabada reseña de los artículos que componen la iniciativa,   el   Mensaje   Presidencial   concluye
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manifestando que, en suma, el proyecto pretende lograr dos importantes objetivos de bien general. Por una parte, resolver el problema de carácter previslona1 de los trabajadores del sector público, mediante la modificación de disposiciones transitorias, sin alterar el régimen permanente de estos funcionarios y de aquellos traspasados a la Administración Municipal, dando satisfacción con ello a una justa aspiración de los trabajadores afectados. Y, por la otra, crear condiciones objetivas que permitan mejorar la eficiencia en la administración pública, haciendo posible el retiro de aproximadamente 10.000 funcionarios en el periodo 1992-1994, que en el escenario actual, teniendo derecho a jubilar no lo ejercerían por causa de las desfavorables condiciones creadas por la legislación excepcional vigente; lo que entre otras efectos, permitirá los normales ascensos del personal menos antiguo, dentro del esquema de una bien entendida carrera funcionaria.
DISCUSION GENERAL
El  señor  Subsecretario  de
Previsión Social expuso ante la Comisión los objetivos de este proyecto, que consideró como de normalización de los regímenes de seguro social integrantes del antiguo sistema previsional. Lo anterior, porque en ellos los beneficios se determinan en función de las remuneraciones sobre las cuales se efectúan imposiciones, aceptando una cierta base de conmutatividad en el régimen de prestaciones, en que
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éstas tienen alguna relación con el aporte que hace el asegurado y su empleador para financiar los beneficios.
En  este  régimen,  el  sueldo
base de la pensión se determina, de acuerdo con la ley orgánica de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas y con el Estatuto Administrativo que regía a la sazón -decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960-, en función del promedio de las remuneraciones sobre las que se han hecho imposiciones durante los últimos 36 meses de trabajo y de afiliación a la Caja de Previsión, sin ponderación, de manera que se considera el valor nominal de dichas remuneraciones, lo que, por si solo, ya importa una especie de castigo para el trabajador, puesto que no se toma en cuenta la desvalorización monetaria.
En los casos de algunos altos
funcionarios, en conformidad con el artículo 132 del aludido estatuto Administrativo, que se mantiene vigente hasta hoy en virtud del decreto ley Nº 2.448, de 1979, ese sueldo base es igual al último sueldo mensual sobre el cual se han hecho imposiciones.
Esas son las reglas ordinarias
para calcular el sueldo base de pensiones. Ahora bien, lo normal es que se hagan imposiciones sobre las remuneraciones que efectivamente se perciben, puesto que el régimen de previsión tiene por objeto reemplazar el ingreso que el trabajador pierde cuando deja de trabajar, y entonces lo lógico es que la pensión sea lo más cercano posible a esa suma, aunque no necesariamente igual, puesto que es un principio de seguridad social que el hombre que no trabaja no puede percibir el mismo ingreso que el que trabaja.
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En el  sector público,  desde
hace bastantes años, en diversas leyes en que se aprobaban aumentos de remuneración o asignaciones o beneficios remuneratorios, se estableció que esa remuneración no sería imponible. El evidente objeto de esas normas era evitar un mayor gasto para la caja fiscal, puesto que se daba el aumento pero no se soportaba la carga de hacer la imposición, sobre todo en una época en que una parte muy importante de las cotizaciones era de cargo del empleador.
De esta manera llegó a suceder
que los empleados públicos en general -y en esto, apuntó, repite expresiones contenidas en los informes preparados por el Ministerio de Hacienda- llegaron a ganar remuneraciones en un 60% superior a aquellas por las que estaban haciendo imposiciones, de manera que al jubilar estaban obteniendo pensiones del orden del 40%, o quizás menos, de la remuneración que percibía. Para poner remedio a esta situación, durante la administración pasada se aprobó la ley Nº 18.675, que estableció que, a partir de 1988, los empleados públicos comenzarían a imponer sobre todas estas remuneraciones respecto de las cuales no hacían imposiciones. El efecto normal de la ley debió ser que, al cabo de tres años, de acuerdo a la regla general antes citada, estos trabajadores iban a poder computar, para los efectos de sus pensiones, la totalidad de las remuneraciones sobre las cuales comenzaron a hacer cotizaciones.
Pero dicha  ley  limitó  este
efecto, alterando las reglas generales, y dispuso que esta nueva imponibilidad solamente podría ser computada para el cálculo del sueldo base a razón de un treinta avo -o de un treinta y cinco avo, en el caso de los
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trabajadores que jubilaban con 35 años de servicios-, por cada año en que hicieran esta mayor imposición. De manera que sólo van a poder computar el 100% de sus remuneraciones nuevas sobre las cuales estaban haciendo imposiciones cuando completen 30 o 35 años de imposiciones a partir del año 1988, lo que, naturalmente, reduce considerablemente el efecto de esta mayor imponibilidad, y, lo que es más importante de destacar, altera las reglas generales del plan de pensiones existente en la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas.
Para   el   Ejecutivo,   como
administrador de recursos humanos, es una situación que reviste carácter de cierta urgencia, por ejemplo, en el caso de trabajadores del Ministerio de Obras Públicas, que ha planteado casi desde el comienzo de la actual administración la necesidad de normalizar la situación de estos empleados, porque tiene una importante cantidad de ingenieros mayores de 65 años, que no los puede enviar a terreno y que no se acogen a jubilación porque se perjudican gravemente, atendida la situación descrita. La Superintendencia de Seguridad Social, que dirigía en esa época el actual Subsecretario de Previsión Social, se opuso sistemáticamente a que se legislara para sectores específicos de la Administración del Estado, aún reconociendo que existían estas dificultades, porque su opinión técnica fue que la situación descrita debía ser encarada y resuelta considerando a todos los trabajadores que fueron afectados por el artículo 15 de la ley Nº 18.675.
Mediante   el   proyecto   en
debate, la situación se soluciona. Se reemplaza dicho artículo a fin de restablecer el efecto normal de la
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imponibilidad, en cuya virtud todo empleado público afiliado al Instituto de Normalización Previsional que esté en servicio y que jubile desde el momento que la ley esté vigente en adelante, va a tener derecho a que sus remuneraciones imponibles se computen de acuerdo a las reglas generales de la ley orgánica de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas o al artículo 132 del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, esto es, la remuneración imponible que ha percibido en los últimos 36 meses o en el último mes, según el caso.
Advirtió que, por cierto, allí
no se computan remuneraciones que por su naturaleza no son imponibles, como aquellas señaladas en la ley Nº 18.675, y tampoco el incremento previsional, que es una institución sui generis, establecida en el decreto ley Nº 3.501, de 1980, con motivo del cambio tan importante que se hizo, en cuya virtud todas las cotizaciones que se hacían en los sistemas de previsión -con la sola salvedad de las de la Ley de Accidentes del Trabajo-pasaron a ser de cargo del trabajador. Este cambio institucional fue producto de un análisis puramente económico, en que los aspectos institucionales no fueron considerados, y eso es lo que dio lugar a este curioso mecanismo y tan difícil de encasillar dentro de los canales jurídicos institucionales, que es el llamado incremento previsional. Según los autores de dicha institución, tuvo como único objeto mantener el ingreso líquido de los trabajadores en el momento en que se estableció esta nueva carga para ellos, ya que estaban cotizando un determinado porcentaje sobre sus remuneraciones, y se les gravó con la totalidad de las cotizaciones.
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El análisis económico que se
aplico -y que por lo demás se venía haciendo desde hacía tiempo- es que las cotizaciones producen un efecto similar al del impuesto indirecto, esto es, en definitiva la carga la soporta el consumidor de las mercancías y servicios que producen las empresas donde se desempeñan los trabajadores que generan las cotizaciones. Por eso, sería indistinto si la cotización la paga el empleador o si la paga el trabajador. Sostuvieron que era conveniente que toda la cotización la pagara el trabajador, porque de este modo se iba a preocupar de vigilar el destino de sus recursos, que es parte de la filosofía que está implícita en el nuevo sistema de pensiones.
Hizo   notar   que   si   ese
incremento no tuvo otro objeto, no puede ser considerado para regular los beneficios de previsión. No obstante, se le hizo imponible, lo que ha servido de base para cuestionar que no se le considere para determinar los beneficios. En realidad, aparece como un contrasentido, que se explica si se tiene presente que, por la misma forma en que se determinaron las tasas de cotización en el decreto ley Nº 3.501, se ve que el incremento fue deducido. Las tasas nuevas se fijaron de manera que este "plus" llamado incremento que comenzaba a percibir el trabajador y por el cual haría imposiciones no aumentara el flujo de ingresos para el sistema de seguro social. Entonces, se rebajó las tasas, lo que no se nota, porque se fijó una lista de nuevas tasas, que no ofrece la posibilidad evidente de hacer la comparación con las que estaban preexistentes. Pero si se aprecia ahí donde las tasas no iban a variar, que era en el régimen de la Ley de Accidentes del Trabajo: la tasa general era de un 1%, y de un 4% como máximo la adicional, y en el decreto ley Nº 3.501
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se bajó a 0,85% la general y a 3,4% la adicional, con lo que resulta evidente que esa mayor imponibilidad no se tradujo en un mayor financiamiento para los seguros sociales ni tampoco en una mayor carga efectiva para el trabajador.
Se   ha   sostenido  también,
respecto del incremento previsional, que por primera vez se establecería por ley que él no se computa para estos beneficios, vulnerando de alguna manera el derecho de propiedad del trabajador. La verdad es que, ya el decreto ley Nº 3.501 y todas las leyes posteriores que establecieron compensaciones o bonificaciones por concepto de mayor imponibilidad, entre ellas la propia ley Nº 18.675, dispusieron que este incremento no se considera para otorgar otros beneficios laborales o previsionales. El artículo 4º, inciso sexto, del referido decreto ley, así lo contempla también para quienes fueron contratados con posterioridad a su entrada en vigencia, expresándolo de una manera quizás poco clásica desde el punto de vista de vista legislativo porque utiliza una fórmula matemática, pero, si se desarrolla la fórmula y se hace la operación aritmética correspondiente, se observará que, si se le computan al individuo todas sus remuneraciones imponibles, incluido el incremento que pasó a ser imponible, y se aplica el factor de división que allí se señala, el incremento queda excluido. Este precepto se traduce en deducirle a la remuneración entre un 17% y un 20%, que corresponden a las tasas de cotización.
Si bien el efecto matemático
se consigue, es una forma poco apropiada de regular este régimen, por un lado de previsión y de cotizaciones, y por otro, de remuneraciones, porque
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resulta poco consistente decir que la cotización es de cargo del trabajador y simultáneamente el Estado, que le impone esa carga y es el empleador, le cubre la diferencia, sin darle carácter de remuneración.
Continuando      con      su
intervención, manifestó que otro grupo de trabajadores que se beneficiarán con este proyecto es el denominado de "trabajadores traspasados" al sector municipal, que se desempeñan en los ámbitos de la educación y de salud. El propósito inicial de este traspaso fue desregular la relación laboral, y sujetarlos al Código del Trabajo. Pero se les brindó la opción de mantenerse afectos a los beneficios del sistema previsional público, que contempla algunos beneficios estatutarios mejores que los del régimen general, como el derecho a continuar percibiendo la totalidad de sus remuneraciones durante las licencias médicas, desde el primer día; y, en cambio, de acuerdo al sistema de subsidios regulados en el decreto con fuerza de ley Nº44, de Trabajo y Previsión Social, de 1978, el porcentaje es menor y sólo lo percibe desde el primer día cuando la licencia dura más de diez días.
Generalmente  no  se  entiende
que los que pasaron al nuevo régimen de pensiones puedan haber quedado afectos al régimen previsional público. Eso ocurrió porque lo que se les ofreció fue mantener este tipo de beneficios, así como la cobertura que contempla el Estatuto Administrativo para accidentes en acto de servicio, que para algunos es mejor que el de la ley Nº 16.744.
La respectiva ley - y a esto
se refiere el proyecto- dispuso además que sus remuneraciones,  para efectos previsionales,  iban a
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seguir siendo las que estaban ganando como empleados públicos en ese momento. 0 sea, comenzaron a hacer imposiciones por una remuneración ficticia. Y, en el futuro, seguiría siendo esa remuneración, con los reajustes que tuvieran las remuneraciones de los empleados públicos. Estos traspasos se produjeron antes de la ley Nº 18.675, esto es, ni siquieran están computando un treinta avo por cada año de una mayor remuneración imponible, sino que se encuentran aún más postergados. No solamente los docentes estaban afectados, sino también los demás funcionarios de la educación e igual cosa ocurre con los de salud. Ese es el gran mérito de esta iniciativa, que por primera vez viene encarando de manera general todo el problema, y que la configura como una de las leyes de mayor impacto social que se han propuesto por el Ejecutivo durante esta administración, lo que quizás no se ha destacado suficientemente.
A estos trabajadores  se  les
permite hacer sus cotizaciones por las remuneraciones que efectivamente están ganando, y computarla de acuerdo a las reglas generales, sin que disminuya la remuneración líquida que perciben.
Pasando a un aspecto distinto,
sostuvo que otra de las disposiciones de mayor relevancia del proyecto, consiste en subir de una vez el monto máximo de la pensión. La ley Nº 15.386, que introdujo una serie de principios modernos de seguridad social, fijó un límite máximo a los beneficios de pensiones, que hoy día está expresado en ingresos mínimos.
La aludida ley Nº 18.675, por su parte, estableció un procedimiento gradual para
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aumentar ese límite máximo, en términos de llegar a 15 ingresos mínimos en 1999, lo que se acerca mucho al límite de 60 unidades de fomento existente en el nuevo sistema de pensiones. Según los cálculos técnicos, que se efectúan considerando la carga de imposiciones y el menor monto que naturalmente tiene la pensión en relación con la remuneración que está ganando el trabajador, se llega muy cerca, y ése fue el propósito de la ley. Se orienta hacia la regularización de esta situación, y en ese sentido es correcta.
El proyecto sube de inmediato
el límite, y, en una forma novedosa, no lo fija ya en unidades reajustables sino que en pesos. De $ 319.732,82 sube a $430.605, que equivalen a los 15 ingresos mínimos para efectos no remuneracionales, y en el futuro este tope se reajustará en el mismo porcentaje en que se reajusten las pensiones.
Estas medidas van a producir
el evidente efecto de que las personas que están actualmente en condiciones de pensionarse porque cumplen todos los requisitos, puedan hacer uso de su derecho, porque ya no van a encontrar estas cortapisas. Esto responde a ideas de equidad y justicia en materia de seguridad social, pero también a una adecuada política de administración de recursos humanos y la necesidad de renovación de los cuadros administrativos. En estos momentos, un sistema que, con todos los defectos que se quiera, está concebido racionalmente y de acuerdo con principios generalmente aceptados, está de tal manera distorsionado que impide la renovación de personal de la Administración del Estado.
Dicho en otros términos,  a partir del momento en que entre a regir la ley, al
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empleado público que se pensione se le computará toda su antigüedad hacia atrás y se le calculará la pensión sobre los 36 últimos meses. Esto es, tal como se le calcularía si no hubiese existido esta norma tan especial del artículo 15 de la ley Nº  18.675.
El señor Subsecretario puso de
relieve que el problema existe sólo para los imponentes del Instituto de Normalización Previsional, porque el sistema de las administradoras de fondos de pensiones es un sistema capitalista -en el buen sentido de la palabra, porque descansa únicamente en la acumulación de capital- y el trabajador, desde 1988, está haciendo imposiciones sobre sus remuneraciones totales.
En este ordenamiento, la regla
general no está alterada, a diferencia de lo que ocurre en el sistema antiguo, en que se propone restablecerla, toda vez que, de acuerdo con ella, a partir desde 1991 -al cumplirse 36 meses desde que se hizo imponible la generalidad de las remuneraciones- a quienes se acojen a jubilación debió computárseles el promedio de todas las remuneraciones por las cuales realmente estaban cotizando,  y sin embargo eso no ocurre.
Con todo -observó-, hay una
situación en el proyecto que incide en afiliados al nuevo sistema de pensiones, la que ya se ha expuesto precedentemente, y se refiere a quienes fueron traspasados a la administración municipal, pasando a tener el estatuto de empleados particulares, se incorporaron al nuevo sistema de pensiones y optaron por el régimen de previsión pública. Es una situación muy compleja, que se produjo durante la administración pasada, porque la Contraloría General de la República dictaminó que el personal que pasaba al nuevo sistema
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de pensiones no podía optar por el sistema público. Sin embargo, la Superintendencia de Seguridad Social dictaminó que si podía optar, ya que tenía la posibilidad de mantenerse afecto a estos beneficios propios de los empleados públicos. Entonces, en materia de pensiones el trabajador estaba en el nuevo sistema, y en los demás beneficios -seguro de accidentes del trabajo y seguro de medicina curativa y preventiva- en el régimen de los empleados públicos.
En  el  hecho,  hay  una  gran cantidad   de   trabajadores   incorporados   a   las
Administradoras de Fondos de Pensiones, pero que optaron por el sistema público y que, por haber hecho esa opción, sólo pudieron imponer sobre las remuneraciones como empleados públicos. Esos son los únicos a que alude el proyecto, concretamente en su artículo 6º.
A  ellos   se   les   van   a
considerar ingresos actuales, para no perjudicarlos si el trabajador se invalida o se muere. Esa es la forma en que se corrigirá el problema de estos trabajadores. Subsistirá el hecho de que eventualmente tendrán menos capital en el sistema nuevo, porque hay un período durante el cual no han hecho imposiciones por el total de sus remuneraciones, caso en que se encuentran también otros trabajadores afectos a las AFP, que han planteado su deseo de que se les permita acumular un mayor capital, pero la respuesta del Gobierno ha sido que el propósito del proyecto no es producir esos incrementos, sino que solamente regularizar normas que habían alterado el régimen de previsión en los términos ya indicados.
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En cuanto a los académicos de
las Universidades e Institutos Profesionales reunidos en el Consejo de Rectores, informó que estas entidades tienen facultades para fijar sus políticas, incluso de recursos humanos. Entonces, está entendido que ellas deciden el destino de los recursos financieros de que disponen, incluidos los recursos que normalmente les está dando el Estado. Y, de hecho, ha habido universidades que han reemplazado remuneraciones que no eran imponibles por otras nuevas que lo son. Cuando se envió el proyecto de ley, los académicos plantearon sus inquietudes. Al interior del Ejecutivo, se discutió ampliamente este tema, haciéndose ver que las Universidades reciben recursos de parte del Fisco que administran con un importante grado de libertad, y dentro de esa autonomía, pueden asignar parte de ellos a reemplazar algunas de las remuneraciones no imponibles de que goza el personal por otras imponibles, aumentando naturalmente el costo y sacrificando parte de sus ingresos que podrían destinar a otros objetivos. Por eso, para resolver el problema de los académicos, se sostuvo que no era menester que se les incluyera específicamente en esta ley, porque con las disposiciones legales vigentes y con los recursos que se les entrega a estas instituciones de educación superior, ellas podrían resolver este problema. Hechos los estudios correspondientes, el Ejecutivo decidió sin embargo formular una indicación, que importa modificar varias de las disposiciones del proyecto, con el objeto preciso de incluir a los académicos de estas Casas de Estudios Superiores, y la hará llegar durante la discusión en particular de esta iniciativa en la Comisión. Anticipó que el contenido de la indicación responde cabalmente a la aspiración de los académicos y resolvería de inmediato, por el solo ministerio de la ley, la falta de imponibilidad de
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importantes rubros remuneracionales de que actualmente goza este personal.
- La   Comisión   compartió
ampliamente los propósitos de este proyecto y, puesto en  votación  en  general,  resolvió  aprobarlo  por
unanimidad.
DISCUSIÓN PARTICULAR
Antes de entrar al análisis en
particular de la iniciativa, la Comisión acordó recoger mayores antecedentes sobre el caso particular de los académicos de las universidades e institutos profesionales pertenecientes al Consejo de Rectores, por constituir un elemento nuevo en el estudio de este proyecto de ley.
Con ese propósito,  invitó a
concurrir a personeros representativos de dichas Instituciones de Educación Superior y de los académicos que en ellas se desempeñan.
El   señor   Rector  de   la
Universidad de Chile manifestó que, desde un punto de vista general, no hay dudas de que la indicación anunciada por el Ejecutivo resulta no sólo conveniente, sino que urgente. Muchas de las universidades han tenido dificultades con el manejo de su personal, porque las condiciones en que puede jubilar le producirían un decaimiento demasiado abrupto de sus ingresos. Ello ha ocasionado efectos negativos para las personas, y también para las instituciones, porque han envejecido. Como no hay una forma de jubilación compulsiva, la gente que ha llegado al término de su
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vida de trabajo empieza a evitar jubilar, debido a esa caída de sus ingresos, y eso genera la imposibilidad de las universidades, que tienen recursos limitados, de contratar gente nueva. En el caso de la Universidad de Chile, desde un punto de vista exclusivamente académico, está con un promedio de edad sobre las 51 años, lo que, a la velocidad con que se desarrolla el conocimiento actual, y a la necesidad de incorporar permanentemente gente joven, produce un problema bastante serio -insistió-, no solamente desde el punto de vista de las perspectivas de la gente sobre sus expectativas previsionales, sino del desarrollo de la institución, y, naturalmente, de las posibilidades de desarrollo del país, a partir de las actividades que ella realiza.
Por esas  razones,  sólo vio
motivos de apoyo a la indicación, que recoge proposiciones efectuadas en diversas ocasiones por los rectores, y llevadas adelante con un encomiable esfuerzo por las Asociaciones de Académicos.
El   señor   Rector   de   la
Universidad Católica de Valparaíso expresó asimismo su complacencia porque se acojan los planteamientos hechos por los dirigentes de las asociaciones gremiales de académicos de las universidades tradicionales y por el Consejo de Rectores.
Destacó que se beneficia a los
imponentes del Instituto de Normalización Previsional sin distinguir el régimen de la ex Caja de Previsión a que pertenecieron, porque, de las 22 instituciones de educación superior que integran el Consejo de Rectores, algunas son estatales y otras son privadas, y la mayoría de la gente de las universidades particulares,
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como la Técnica Federico Santa María, de Concepción, la Austral de Chile, etcétera, pertenecen a la ex Caja de Empleados Particulares.
Advirtió,  no  obstante,  que
algunas universidades se adelantaron a la imponibilidad total de las remuneraciones, como una forma de enfrentar el problema de las estructura etárea y todo el efecto que genera en la ciencia y en la tecnología en Chile. Para financiar dicha imponibilidad total tuvieron que contraer endeudamiento bancario, entendiéndolo como una inversión que permitiría ir pensando en la renovación de los cuadros académicos. Entonces -planteó- el otorgamiento de un aporte fiscal considerando la planilla de remuneraciones de marzo de 1992, como propondría la indicación del Ejecutivo, puede dejar a estas instituciones en una situación difícil, por lo que sugirió estudiar la posibilidad de modificar esta fecha de corte.
El  señor  Presidente  de  la
Asociación de Académicos de la Universidad de Santiago de Chile dio a conocer la satisfacción de la entidad que dirige por la indicación, y reseñó la situación especial en que se encuentra esa Casa de Estudios Superiores, donde se han suprimido cerca de 500 cargos -de los cuales 103 son académicos y 358 funcionarios-, pero no todos quedarían en situaciones de acogerse a esta ley, ya que el 31 de diciembre próximo surtirá efecto dicha supresión respecto de la mayoría.
El  señor  Presidente  de  la
Agrupación de Profesores en proceso de retiro de esa Universidad complementó los antecedentes anteriores, estimando un agrado escuchar el anuncio de la indicación que beneficia a los profesores de  las
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universidades que habían quedado marginados de esta ley, en términos que satisfacen sus aspiraciones de incorporarse a ella en las mismas condiciones que el resto de los empleados públicos. Con todo, reiteró la preocupación de los profesores en proceso de retiro porque esta ley no pudiese ser promulgada antes del 31 de diciembre, fecha en que quedarán acogidos a retiro y excluidos de los beneficios contemplados esta ley.
Por   su  parte,   el   señor
Presidente del Comité Coordinador Nacional de Asociaciones de Académicos de las Universidades chilenas hizo saber la alegría con que reciben la proposición del Ejecutivo, porque se hace justicia a un grupo grande de profesores, y al mismo tiempo se sale al paso del envejecimiento de las universidades y su menor permeabilidad a los avances de la tecnología y de la ciencia. Por eso no le gustaría que, por el caso puntual de la Universidad de Santiago, la ley no se discutiese ampliamente y con el buen ánimo que inspira al Ejecutivo y al Parlamento. Comunicó que, dentro de las 22 universidades e institutos profesionales que representa, sólo existen problemas en la mencionada Universidad, y que el Comité Coordinador Nacional que dirige ha apoyado a esos académicos.
Aun cuando reconoció que no
era la ocasión de estudiar el tema, anunció que a las universidades se les planteará también un problema considerable con los imponentes de la AFP, toda vez que hay académicos afiliados al nuevo sistema de pensiones que están en condiciones de retirarse, pero han acumulado un ahorro muy ínfimo en relación con lo que necesitarían para vivir dignamente con una jubilación. De acuerdo a los cálculos efectuados, por ejemplo, para tener una jubilación de $ 400.000 es necesario un










38.-

ahorro de $ 60 millones, y el promedio detectado es de S 20 millones.
                         En atención a la situación puntual planteada respecto de la Universidad de Santiago de Chile, la Comisión resolvió invitar a su Rector subrogante, a fin de interiorizarse sobre la forma en que incidiría este proyecto de ley y la correspondiente indicación del Ejecutivo, en la situación de esa Casa de Estudios Superiores.
El señor Rector subrogante de
esa Universidad aseveró que la indicación del Ejecutivo satisface las aspiraciones de los académicos y funcionarios universitarios porque, si bien desde 1980 se otorgó a las universidades autonomía desde el punto de vista de manejo de las remuneraciones, no se hizo efectiva la posibilidad de hacerlas imponibles todas en las distintas administraciones, y es un tema que hasta el día de hoy se mantiene vigente.
Expuso que, al asumir su cargo
el actual Rector en 1990, se vio enfrentado al problema de la mayoría de las instituciones de educación superior, de déficit presupuestario derivado de la disminución de los aportes fiscales. El problema era crítico en la Universidad, y así le fue planteado a los Ministerios de Educación y de Hacienda en reiteradas oportunidades, los cuales siempre indicaron que era necesario que la Universidad estudiara internamente los mecanismos necesarios para contribuir a salir de esa situación. Con motivo de eso, se planteó por la Rectoría a la comunidad universitaria en diciembre de 1991, una fórmula para el alejamiento de algunas personas que estuvieran interesadas. Fue aprobada por las instancias respectivas, como el Consejo Académico y
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la Junta Directiva, y se sancionó mediante un decreto del que tomó razón la Contraloría General de la República.
El proceso de reestructuración
contempla dos etapas : la primera de retiro voluntario, con un cierto incentivo económico generado por el propio esfuerzo de la Universidad, y otra de calificación, tanto a nivel académico como de pertinencia de algunas unidades de la Universidad.
Hasta  el  momento  se  ha
desarrollado la primera etapa, en que tanto académicos como funcionarios pueden acogerse voluntariamente al beneficio ofrecido y solicitar al Rector que resuelva el camino más apropiado para llevarlo a cabo. Ese proceso se efectuó desde los primeros días de marzo hasta el 30 de abril de este año, y ha sido inobjetable desde el punto de vista legal y de su manejo al interior de la universidad, en el que han participado las diferentes asociaciones.
De acuerdo a lo previsto, el
plazo de retiro de las personas que lo solicitaron es hasta el 31 de diciembre de 1992, y dentro de ese período, podrán acogerse a los beneficios económicos establecidos. Apuntó que, si la ley entra a regir antes del 31 de diciembre, no habría inconvenientes, pero, en caso contrario, los problemas serían difíciles de solucionar por parte de esa Casa de Estudios Superiores, toda vez que ya se ha tomado razón de la casi totalidad de los decretos de supresión de cargos. La hipotética realización de una recontratación del mismo personal, en el caso de los académicos, obliga a un proceso de calificación interna, y a asumir que las unidades  calificadoras  les  reconocerían  la  misma
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calificación que ostentaban antes de la decisión y consecuencialmente sus mismas remuneraciones, pero sería discriminatorio con los funcionarios no académicos, quienes tendrían que entrar en el último grado, de acuerdo al Estatuto Administrativo. Ello, sin considerar que también lo sería con quienes se alejaron ya de la Universidad en virtud del mismo procedimiento. Agregó que, producida la terminación de la relación funcionaria, la supresión de cargos es un acto administrativo que constituye derechos en favor del afectado, y no sería susceptible de revocación.
Se declaró llano a buscar la
mejor solución para que el personal en vías de retiro pueda quedar comprendido en el proyecto en informe, pero reiteró las dificultades para modificar los decretos de reestructuración y de creación del beneficio económico -consistente en una asignación de estímulo de un mes por año, con tope de 12 meses-, lo que significaría que, aun aplazando la reestructuración, las personas se quedarán sin el beneficio.
A la luz de los antecedentes
reseñados, la Comisión se abocó a continuación al estudio en particular del proyecto en informe.
Artículo lº
Sustituye el artículo 15 de la
ley Nº 18.675, a fin de establecer que las remuneraciones computables para el cálculo de las pensiones de los empleados públicos afiliados al Instituto de Normalización Previsional serán las remuneraciones imponibles por las cuales efectivamente se cotizó para pensiones durante el período computable
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para  el  cálculo  del  sueldo  base,  descontados  el

incremento   del   decreto   ley   Nº   3.501   y
las

bonificaciones establecidas en la ley Nº 18.566
y en

el artículo 10 de la ley Nº 18.675, que tuvieron
como

objetivo   mantener   el   monto   líquido   de
las
remuneraciones.

- Fue   aprobado
por

unanimidad.

Artículo 2º

Hace aplicable el nuevo texto

del artículo 15 de la ley Nº 18.675 a los siguientes imponentes que se encuentran afectos a dicho artículo:

a)
Los    imponentes    del

Instituto  de  Normalización  Previsional  que   se desempeñan en el Metro S.A., EMOS S.A., ESVAL S.A. y en las  demás  Empresas  de  Servicios  Sanitarios  que desarrollan sus actividades en las otras Regiones;

b)
El  personal traspasado a 

la administración municipal que  hubiere  optado  por mantener el régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas;

c)
El personal  de la Caja de

Previsión de la Defensa Nacional que continúa siendo imponente de ella por haber estado afiliado al 11 de noviembre de  1985 -fecha desde  la cual no  le es aplicable  ese  régimen  previsional  a  los  nuevos funcionarios-, y el de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, y










      42.-

d) Todos aquellos a quienes en
virtud de disposiciones especiales les sea aplicable el referido artículo 15 de la ley Nº 18.675.
-Se aprobó en forma unánime. Artículo 3º
Establece la imponibilidad de
la totalidad de las remuneraciones de los funcionarios traspasados al sector municipal, a quienes se les otorga una bonificación, de cargo del respectivo empleador, destinada a mantener el monto líquido de sus remuneraciones.
- Resultó  acogido  por unanimidad.
S.E. el Vicepresidente de
la
República hizo llegar indicación para intercalar
un
nuevo artículo como artículo 4º, y reemplazar
la
numeración de los siguientes.
En ese precepto se dispone la
imponibilidad, para pensiones y salud, de las remuneraciones de los funcionarios de las instituciones de educación superior integrantes del Consejo de Rectores que continúan percibiendo, como no imponibles, las remuneraciones que tenían esa calidad al 31 de diciembre de 1980, y se les concede una bonificación compensatoria imponible y reajustable, de cargo del respectivo empleador.
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Esos académicos afiliados al
Instituto de Normalización Previsional quedan acogidos a esta ley, en lo que dice relación con la imponibilidad de sus remuneraciones, sin importar la Caja de origen, sea de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos o de la ex Caja de Previsión de Empleados Particulares.
A ellos se les aplicarán en lo
sucesivo las reglas generales, en orden a computar, para los efectos de calcular el sueldo base de pensiones, las remuneraciones sobre las cuales están haciendo imposiciones, con los topes máximos de rigor. Eso implica que el aumento de las remuneraciones imponibles establecido en esta norma se va a reflejar en el cálculo del sueldo base de pensión. Vale decir, los empleados universitarios imponentes de la Sección Empleados Públicos de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, que siempre han jubilado con el promedio de los últimos 36 meses de su remuneración imponible, ahora van a incluir para obtener ese promedio las nuevas remuneraciones imponibles, y los afiliados a la ex Caja de Previsión de Empleados Particulares tendrán el promedio de los últimos 60 meses con la ponderación de los primeros 24 meses en la forma que establece la ley Nº 10.475, pero considerando la nueva remuneración imponible.
El    mecanismo    de    la
bonificación, por su parte, es una repetición de normas similares que se han aprobado desde la época que se dispuso que las cotizaciones, en general, serian de cargo del trabajador. Cada vez que una determinada remuneración se torna imponible, como eso significa una mayor carga para el trabajador, la ley le otorga
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una bonificación, que tiene por objeto mantener su ingreso líquido y no perjudicarlo con la mayor imponibilidad.
Cabe recordar que desde el año
1.980, en virtud del decreto ley Nº 3.501, todas las cotizaciones para los seguros sociales, con la sola excepción de los de la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, son de cargo del trabajador. Luego, cada vez que el trabajador tiene que pagar imposiciones sobre mayores remuneraciones, sufre una carga adicional. Y se ha dado la situación de que la ley, por un lado, establece la carga, y por el otro le proporciona los recursos para que, al afrontar esa carga, no disminuya su ingreso líquido. Aquí las universidades, que son las empleadoras, tendrán que pagar esta bonificación que se establece para compensar el mayor gasto por concepto de imposiciones, la que se pagará permanentemente, y se reajustará. Lo anterior, sin perjuicio del aporte que el Fisco hará para tal efecto, como se prevé más adelante.
- Se aprobó por unanimidad.
Artículo 4º
Ordena que, para el cálculo de
las pensiones que otorgue el Instituto de Normalización Previsional -excluidas las de la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales- al personal traspasado a la administración municipal que optó por mantener el régimen de la ex Caja Nacional de Empleados
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Públicos y Periodistas, se entenderá que durante los 36 meses anteriores a la vigencia de esta ley han efectuado imposiciones sobre la totalidad de las remuneraciones.
Explica   el   Mensaje   del
Ejecutivo que esta norma tiene por finalidad lograr que la mayor imponibilidad surta efectos de inmediato en el cálculo de las pensiones, con el consiguiente beneficio para los trabajadores de que se trata, quedando en condiciones similares a las de los trabajadores del sector público.
S.E. el Vicepresidente de la
República formuló indicación sustitutiva de esta norma que, en lo sustancial, incorpora entre el personal beneficiado a los funcionarios de las instituciones de educación superior agrupadas en el Consejo de Rectores, y fija el 1º de enero de 1988 como la fecha desde la cual se entenderán efectuadas las imposiciones sobre la totalidad de las remuneraciones.
En relación con el supuesto de
imponibilidad que se hace respecto de las remuneraciones anteriores a la entrada en vigencia de la ley, el precepto da por hechas las imposiciones sobre la totalidad de las rentas imponibles, a partir del 1º de enero de 1.988. De esa manera, no habría problemas en el caso de trabajadores que estén acogidos a regímenes previsionales que tomen en cuenta un período mayor que 36 meses para el cálculo de las pensiones. El efecto de la mayor imponibilidad, en este caso, es desde 1988, o sea, desde la entrada en vigencia de la ley que se está modificando. Entonces, cualquiera que sea el período de cálculo que se tome, esto es, 36 o 60 meses, va a computarse desde ahí, lo
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que quiere decir que este último se cumplirá el 1º de enero de 1993. Y la norma de cálculo que se va a utilizar para determinar el sueldo base de pensión sigue siendo la misma, porque, como se ha dicho, esta ley no pretende modificar los regímenes generales de los seguros sociales antiguos, sino que, al revés, lo que pretende es hacerlos plenamente aplicables a sus afiliados.
Conviene  tener  presente  que
hay distinguir dos circunstancias: una es el aumento de la imponibilidad de las remuneraciones, imposiciones mayores que se producirán desde el momento en que entre en vigencia esta ley para adelante. La otra es que, al mismo tiempo para los efectos del cálculo de la pensión de los trabajadores afiliados al antiguo sistema, operará esta ficción en el sentido de que ellas se calcularán como si se hubiesen hecho esas cotizaciones por la totalidad de sus remuneraciones desde el 1º de enero de 1988, o sea, no se integrarán retroactivamente las imposiciones.
Los señores representantes del
Ejecutivo observaron que no se ha querido en ningún caso dar efecto retroactivo a la ley, en cuanto a aplicarla a personas que ya hayan jubilado a la fecha de su entrada en vigencia, porque desde el mismo momento en que se admita aplicarla a estos últimos, surge un problema muy delicado, de determinar la fecha hasta la cual debería tener efecto retroactivo. Esto no es una decisión arbitraria, puesto que lleva envuelto un enorme gasto fiscal, que justifica que la ley rija solamente hacia el futuro y, además, debe considerarse que la pensión de jubilación está íntimamente asociada con el término de funciones, de manera que el empleado debe encontrarse en actividad 
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al momento que entre a regir la ley, puesto que de otra forma quedaría excluido de ella.
Agregaron  que  el  proyecto
tiene algunos artículos que entrarán en vigencia el mes subsiguiente de su publicación que son los que tienen relación con la imponibilidad a futuro, porque se da un plazo para que los servicios que no tienen imponibilidad completa puedan calcular y efectuar los ajustes respectivos. El cómputo de la pensión no rige desde el mes subsiguiente, sino desde la vigencia de la ley.
En el seno de la Comisión se
produjo un intercambio de opiniones sobre la posibilidad de fijar una fecha de vigencia, anterior a la publicación de la ley, para acogerse a sus beneficios, teniendo en cuenta, a título ilustrativo, el caso de los académicos de la Universidad de Santiago de Chile.
Los señores representantes del
Ejecutivo hicieron ver que dicho tema da una imagen un poco desbalanceada del proyecto de ley. Este modifica una serie de normas transitorias sobre pensiones aplicables al conjunto del sector público, entre la cuales hay algunas que ya beneficiaban al personal de las universidades, como el aumento del límite máximo de pensión. La indicación hace extensivos al personal de las universidades los aumentos de imponibilidad, con los efectos que eso tiene sobre el cálculo de las pensiones correspondientes. Al estructurar el proyecto de ley, por la naturaleza misma de las cuestiones previsionales, que además de su complejidad siempre están expuestas a presiones de diversos sectores, se adoptó  ciertos  principios  que  se  ha  tratado  de
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mantener, entre los cuales está evitar caer en la idea de una reliquidación de pensiones, como sería el caso si se diera efecto retroactivo respecto de la fecha de publicación de la ley. La razón es bastante clara, porque en la medida en que se abra la posibilidad de que pueda haber reliquidación de pensiones, siempre habrá fechas anteriores que podrán ser esgrimidas por otros sectores para justificar las modificaciones.
Los    Honorables    Senadores
señores Hormazábal y Thayer estimaron que podría establecerse como plazo para acogerse a los beneficios de esta ley, no la fecha de su publicación, sino la de presentación de la indicación que contempla el beneficio, o incluso el de presentación de la ley, que cumplen el objetivo de dejar estabilizadas ciertas situaciones, y de fijar plazos hacia adelante.
Agregó  el  H.  Senador  señor
Thayer que cree que es un buen sistema que la vigencia de un beneficio de tipo previsional o laboral, quede fijada en la fecha de presentación del proyecto de ley o de la indicación. Si no es así, sino que queda referida a la fecha de publicación de la ley, el interés fiscal está porque la ley se demore, y surge paralelamente una presión sobre los organismos involucrados para que la ley se precipite, junto con la inquietud laboral.
                        El  señor  Subsecretario  de Previsión Social, sobre el particular, aseguró que no es posible fijar como fecha de vigencia para los académicos la de la indicación, porque ella sólo los incorpora a un sistema general que entrará a regir con la  publicación  de  la  ley. Resultaría muy discriminatorio, a su juicio que la indicación los
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beneficiara a ellos desde el 17 de noviembre, y todos los demás sólo obtengan el beneficio desde la vigencia de la ley.
                        - Fue  aprobada  en  forma unánime la indicación sustitutiva.
Artículo 5º
Dispone  la  imponibilidad  de
las remuneraciones y bonificaciones de los funcionarios de la Dirección General de Deportes y Recreación afectos a la Escala Única de Sueldos, y de los de las entidades regidas por los sistemas de remuneraciones del Estatuto Médico Funcionario u otros del sector público, que sean imponentes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, a los cuales se les otorga una bonificación compensatoria, cuyo monto será determinado por decreto supremo.
El     Ejecutivo     planteó
indicaciones, de tipo aclaratorio, destinadas a precisar que la imponibilidad es para los efectos de pensiones y salud, y con sujeción al límite legal imponible.
-  Puestos  en  votación  el
artículo conjuntamente con las indicaciones, se aprobaron por unanimidad.
Artículo 6º
Agrega un inciso al artículo
57 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, cuyo objeto es permitir que  la mayor  imponibilidad del  personal
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traspasado a la administración municipal que optó por mantener el régimen previsional de empleado público, se refleje en forma más efectiva en el respectivo ingreso base, lo que tendrá un efecto positivo en el monto de las pensiones de invalidez y sobrevivencia a que pudieran dar origen en el nuevo sistema de pensiones.
Esta  norma  es  similar  al
actual inciso tercero del mismo artículo -intercalado por el artículo 21 de la ley Nº 18.717, de 1.988-, que reguló en su oportunidad el caso de la mayor imponibilidad de la generalidad de los trabajadores del sector público. Por consiguiente, no importa ninguna innovación , sino que sólo tiene por objeto facilitar la base de cálculo de la pensión en caso de invalidez o fallecimiento del afiliado a una Administradora de Fondos de Pensiones, favoreciendo con ello a las personas que sufren este tipo de siniestros, o a sus familiares, en su caso.
El     Ejecutivo     formuló
indicación sustitutiva, cuya finalidad esencial, además de simplificar la norma, era incluir en ella al personal de las instituciones de educación superior miembros del Consejo de Rectores, afiliado al nuevo sistema de pensiones antes del 1º de enero de 1993.
-  La  indicación  se  acogió
unánimemente.
Artículo 7º
Deroga las normas en materia
de imponibilidad de las remuneraciones aplicables a los profesionales de la educación del sector municipal porque ya no son necesarias, toda vez que la solución
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que ahora se da es mucho más amplia y beneficiosa para estos trabajadores.
S.E. el Vicepresidente de la
República presentó indicación para reemplazar este artículo por otro, en el que se incluye además la derogación del precepto que mantuvo la calidad de no imponibles de las remuneraciones del personal de las universidades, que tenían esa calidad al 31 de diciembre de 1980.
                        - La  indicación   sustitutiva fue aprobada por unanimidad.
Artículo 85
Eleva  el  1ímite  máximo  que
pueden alcanzar las pensiones iniciales de los imponentes del antiguo sistema previsional, de los 11,1378 ingresos mínimos para efectos no remuneracionales ($319.732,82) a la suma de $430.605 (15 ingresos mínimos para fines no remuneracionales), y dispone que este monto en pesos se reajustará en el mismo porcentaje y oportunidad en que se reajusten las pensiones de ese sistema.
Relata el Mensaje Presidencial
que el objetivo de esta norma es permitir una mayor concordancia entre el límite máximo de la remuneración imponible - de 60 unidades de fomento- y el monto inicial de las pensiones, restableciendo en forma aproximada la relación existente a la época de vigencia del decreto ley Nº 3.501, de 1980, y, además, que en el futuro exista armonía entre la evolución de dicho límite y los reajustes de pensiones.
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- Fue acogido por unanimidad. Artículo 9º
Establece  el  financiamiento
del mayor gasto que importe el proyecto de ley durante el año en curso, disponiendo que, en general, se solventará mediante transferencias de la Partida Presupuestaria Tesoro Público, salvo el originado respecto del personal de los establecimientos educacionales del sector municipal, que se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación, y del perteneciente a la Dirección General de Deportes y Recreación, que lo asumirá esta última entidad.
El     Ejecutivo     formuló
indicaciones de mera actualización y concordancia, tendentes a cambiar las referencias a los presupuestos de 1992 de los dos organismos mencionados por otra a los del año 1993, y a efectuar una adecuación formal a la nueva numeración del articulado.
El  artículo,   con  las
indicaciones, fue aprobado unánimemente, acordando la Comisión a la vez -con el asentimiento de los señores representantes del Ejecutivo- aclarar que la referencia a la Dirección General de Deportes y Recreación no sólo comprende a este servicio, sino que a todas las entidades empleadoras de los personales mencionados en el artículo respectivo. Ello, sin perjuicio de la competencia de la Honorable Comisión de Hacienda.
Se presentó indicación,  por S.E. el Vicepresidente de la República, para agregar un
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artículo transitorio, en el que se regula el aporte que hará el Fisco para el pago de la bonificación compensatoria que las entidades de educación superior deberán enterar a sus funcionarios en virtud de las disposiciones de esta ley.
- Resultó aceptada en forma unánime.
En  mérito  de  lo  expuesto
precedentemente, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros que aprobéis el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
Intercalar como nuevo artículo
4o el siguiente, reemplazándose correlativamente la numeración del artículo 4o y de los siguientes:
"Artículo 4°.-  A contar del
primer día del mes subsiguiente al de la publicación de esta ley, las remuneraciones de los funcionarios de las Universidades regidas por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación, que se encuentren en la situación prevista en el inciso segundo del artículo 1o de dicho cuerpo legal, serán imponibles para pensiones y salud, con las excepciones contempladas en el inciso primero del artículo 9o de la ley N° 18.675 y en el inciso segundo del artículo 40 del Código del Trabajo, según corresponda. En todo caso, las respectivas remuneraciones estarán sujetas a
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los límites de imponibilidad contemplados en la legislación vigente.
El personal a que se refiere
el inciso anterior tendrá derecho, a contar de la fecha en él indicada, a una bonificación de cargo del respectivo empleador destinada a compensar los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, de un monto tal que no altere el monto líquido de la remuneración a percibir por el funcionario. Esta bonificación será imponible para pensiones y salud y se reajustará en las mismas oportunidades y porcentajes en que operen los reajustes de las remuneraciones del respectivo personal.".
Artículo 4° (pasa a ser 5o)
Reemplazarlo por el siguiente:
"Artículo  5º. -     Para  los
efectos del cálculo de las pensiones que otorgue el Instituto de Normalización Previsional, excluidas las de la ley Nº 16.744, al personal traspasado a la Administración Municipal en virtud del decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, sea ésta directa o ejercida por intermedio de una Corporación, que haya optado por mantener el régimen previsional de la ex-Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, y a los funcionarios de las Universidades regidas por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación, a que se refiere el artículo 4o, se entenderá que a partir del 1o de enero de 1988, tales trabajadores han efectuado imposiciones sobre la totalidad de las remuneraciones, con las excepciones señaladas en los artículos 3o y 4o de esta ley, según corresponda, y sujetas al límite de
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imponibilidad establecido en el artículo 5º del decreto ley Nº 3.501, de 1980.".
Artículo 5o (pasa a ser 6o)
En   el    inciso   primero,
intercalar la frase "para pensiones y salud", a continuación de la expresión "serán imponibles"; y agregar a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración; "Las respectivas remuneraciones estarán sujetas al límite de imponibilidad establecido en el artículo 5o del decreto ley N° 3.501, de 1980.".
Artículo 6° (pasa a ser 7o)
Sustituirlo por el siguiente:
"Artículo   7º.-   Intercálase
entre los incisos tercero y cuarto del artículo 57 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, el siguiente inciso:
"Respecto    del     personal
traspasado a la Administración Municipal conforme al decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, sea ésta directa o ejercida por intermedio de una Corporación, que hubiere optado por mantener el régimen previsional de empleado público, y del personal de las Universidades regidas por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación, que se encuentre en la situación prevista en el inciso segundo del artículo 1o de dicho cuerpo legal, afiliado al sistema de esta ley antes del 1o de enero de 1993, en la determinación del ingreso base a que se refieren los incisos anteriores, se considerarán sólo las remuneraciones imponibles
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correspondientes a los meses posteriores al 31 de diciembre de 1992 y las inmediatamente anteriores a esa fecha que fueren necesarias para completar un período mínimo de 24 meses, actualizadas en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 63. Si su tiempo de afiliación no permitiere completar dichos 24 meses, sólo se considerarán los meses transcurridos desde la afiliación.
Artículo 7o (pasa a ser 8o)
Reemplazarlo por el siguiente:
"Artículo 8º.-   Deróganse, a
contar del primer día del mes subsiguiente del de publicación de esta ley, los incisos segundo y tercero del artículo 40 y el artículo 12 transitorio de la ley Nº 19.070, y el inciso segundo del artículo 1o del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación.".
Artículo 9° (pasa a ser 10)
En  los  incisos  primero  y segundo, reemplazar el guarismo "1992" por "1993".
En el inciso segundo, cambiar
la expresión "artículo 5o" por "artículo 6o", y sustituir la frase "con cargo al ítem respectivo del presupuesto vigente de la Dirección General de Deportes y Recreación" por la siguiente: "con cargo a los ítem respectivos de los presupuestos vigentes de las entidades empleadoras que corresponda".

- - -
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Agregar el siguiente artículo transitorio:
"Artículo transitorio.-  Para
los efectos del pago de la bonificación a que se refiere el inciso segundo del artículo 4º, el Fisco aportará a las instituciones de educación superior los porcentajes de dicha bonificación que a continuación se indican en los años que se señalan, teniendo como base de cálculo la planilla de remuneraciones correspondiente al mes de marzo de 1992:
Durante el
año
1993
90%
Durante el
año
1994
60%
Durante el
año
1995
30%
Durante el
año
1996
15%
El   citado   aporte   fiscal
correspondiente a los meses de 1993 en que dicha bonificación debe ser pagada, será determinado mediante decreto del Ministerio de Hacienda, que deberá dictarse dentro del plazo de 60 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley.
La Ley de Presupuestos de cada
año establecerá el porcentaje en que los respectivos aportes fiscales deban reajustarse.".

- - -
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Consecuentemente,  el proyecto de ley quedaría como, sigue:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1º.-  Reemplázase el artículo 15 de la ley Nº 18.675, por el siguiente:

"Artículo 15. -   El monto de

las pensiones que otorgue el Instituto de Normalización Previsional, en su calidad de sucesor legal de las Cajas de Previsión señaladas en el artículo 1º del decreto ley Nº 3.501, de 1980, y el de las que concedan las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, a los trabajadores que al momento de pensionarse se encuentren regidos por alguno de los sistemas de remuneraciones a que se refieren los artículos 9º y 14 de esta ley, se determinarán de acuerdo con las normas del respectivo régimen previsional, considerando como remuneraciones imponibles aquellas por las cuales efectivamente se cotizó para pensiones durante el período computable para el cálculo del sueldo base, descontándose el incremento del citado decreto ley Nº 3.501 y las bonificaciones establecidas en la ley Nº 18.566 y en el artículo 10 de la presente ley.

Con   todo,   las   pensiones

iniciales no podrán exceder del límite del artículo 25 de la ley Nº 15.386 y sus modificaciones en caso de estar afectas a dichas normas.".

Artículo 2º.-  Lo dispuesto en

el artículo 15 de la ley Nº 18.675, modificado por esta ley, se aplicará también a:

a)
Los    imponentes  del

Instituto  de  Normalización  Previsional  a  que  se refieren los artículos 11 de la ley Nº 18.772, 9º de la ley Nº 18.777 y 9º de la ley Nº 18.885;

b)
El personal  traspasado a

la Administración Municipal en virtud del decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio de Interior, que hubiere optado por mantener el régimen previsional  de  la  ex-Caja  Nacional  de  Empleados Públicos y Periodistas;

c)
El personal señalado en el
artículo 72 de la ley Nº 18.899, y
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                      d)   Todos aquellos a quienes
en virtud de disposiciones especiales les sea aplicable el artículo 15 de la ley N° 18.675.
Para los efectos del cálculo
de las pensiones de los imponentes a que se refiere el inciso anterior, deberá deducirse a las remuneraciones imponibles, el incremento del decreto ley Nº 3.501, de 1980, y, cuando corresponda, las bonificaciones citadas en el artículo 15 de la ley Nº 18.675 y aquellas que se les hubieren otorgado u otorguen con la misma finalidad.
Artículo 3°.-   A contar del
primer día del mes subsiguiente al de la publicación de esta ley, la definición de remuneración contenida en el artículo 40 del Código del Trabajo, será aplicable en materia previsional al personal traspasado a la Administración Municipal conforme al decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, sea ésta directa o ejercida por intermedio de una Corporación, que hubiere optado por mantener el régimen previsional de empleado público. Las respectivas remuneraciones estarán sujetas a los límites de imponibilidad contemplados en la legislación vigente.
El personal a que se refiere
el inciso anterior tendrá derecho, a contar de la fecha en él indicada, a una bonificación de cargo del respectivo empleador, destinada a compensar los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, de un monto tal que no altere el monto líquido de la remuneración a percibir por el funcionario, considerando el concepto de remuneración imponible que resulta de aplicar el artículo 40 del Código del Trabajo. Esta bonificación será imponible para pensiones y salud y se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que opere un reajuste de las remuneraciones del respectivo personal.
Lo  dispuesto  en  el  inciso
precedente alcanzará también al aludido personal que antes del traspaso a la Administración Municipal, conforme al ya citado decreto con fuerza de ley, se había afiliado al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980.
Artículo 4o.-  A contar del
primer día del mes subsiguiente al de la publicación de esta ley, las remuneraciones de los funcionarios de las Universidades regidas por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación, que se encuentren en la situación prevista en el inciso
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segundo del artículo 1o de dicho cuerpo legal, serán imponibles para pensiones y salud, con las excepciones contempladas en el inciso primero del artículo 9° de la ley N° 18.675 y en el inciso segundo del artículo 40 del Código del Trabajo, según corresponda. En todo caso, las respectivas remuneraciones estarán sujetas a los límites de imponibilidad contemplados en la legislación vigente.
El personal a que se refiere
el inciso anterior tendrá derecho, a contar de la fecha en él indicada, a una bonificación de cargo del respectivo empleador destinada a compensar los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, de un monto tal que no altere el monto líquido de la remuneración a percibir por el funcionario. Esta bonificación será imponible para pensiones y salud y se reajustará en las mismas oportunidades y porcentajes en que operen los reajustes de las remuneraciones del respectivo personal.
Artículo  5º.-     Para  los
efectos del cálculo de las pensiones que otorgue el Instituto de Normalización Previsional, excluidas las de la ley Nº 16.744, al personal traspasado a la Administración Municipal en virtud del decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, sea ésta directa o ejercida por intermedio de una Corporación, que haya optado por mantener el régimen previsional de la ex-Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, y a los funcionarios de las Universidades regidas por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación, a que se refiere el artículo 4o, se entenderá que a partir del 1o de enero de 1988, tales trabajadores han efectuado imposiciones sobre la totalidad de las remuneraciones, con las excepciones señaladas en los artículos 3o y 4o de esta ley, según corresponda, y sujetas al límite de imponibilidad establecido en el artículo 5º del decreto ley Nº 3.501, de 1980.
Artículo 6º.-   A contar del
primer día del mes subsiguiente al de la publicación de esta ley, las remuneraciones y bonificaciones de los funcionarios de la Dirección General de Deportes y Recreación sujetos a la Escala Única de Sueldos del artículo 1´º del decreto ley Nº 249, de 1974, que revistan la calidad de imponentes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, serán imponibles para pensiones y salud con las excepciones contempladas en el inciso primero del artículo 9º de la ley Nº 18.675. Las respectivas remuneraciones estarán sujetas al límite de imponibilidad establecido en el artículo 5o del decreto ley N° 3.501, de 1980.
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A fin de compensar los efectos
de la aplicación del inciso precedente, otórgase al referido personal a contar del primer día del mes subsiguiente al de la publicación de esta ley, una bonificación cuyo monto será determinado por el Presidente de la República mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional, el que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda.
Estas  bonificaciones  tendrán
las características señaladas en el artículo 12 de la ley Nº 18.675.
Lo dispuesto en este artículo
será también aplicable a los funcionarios de las entidades regidas por los sistemas de remuneraciones de la ley N° 15.076 o de aquellos mencionados en el artículo 9o de la ley N° 18.675, que sean imponentes de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.
Artículo   7º.-   Intercálase
entre los incisos tercero y cuarto del artículo 57 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, el siguiente inciso:
"Respecto    del    personal
traspasado a la Administración Municipal conforme al decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, sea ésta directa o ejercida por intermedio de una Corporación, que hubiere optado por mantener el régimen previsional de empleado público, y del personal de las Universidades regidas por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación, que se encuentre en la situación prevista en el inciso segundo del artículo 1o de dicho cuerpo legal, afiliado al sistema de esta ley antes del 1o de enero de 1993, en la determinación del ingreso base a que se refieren los incisos anteriores, se considerarán sólo las remuneraciones imponibles correspondientes a los meses posteriores al 31 de diciembre de 1992 y las inmediatamente anteriores a esa fecha que fueren necesarias para completar un período mínimo de 24 meses, actualizadas en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 63. Si su tiempo de afiliación no permitiere completar dichos 24 meses, sólo se considerarán los meses transcurridos desde la afiliación.".
 Artículo 8º.-   Deróganse,  a
contar del primer día del mes subsiguiente del de publicación de esta ley, los incisos segundo y tercero
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del artículo 40 y el artículo 12 transitorio de la ley Nº 19.070, y el inciso segundo del artículo 1o del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación.
Artículo 9º.-  Reemplázase el artículo 18 de la ley Nº 18.675, por el siguiente:
"Artículo  18.-    El  límite
inicial de las pensiones a que se refiere el artículo 25º de la ley Nº 15.386, será, a contar del próximo reajuste general de pensiones que se otorgue por aplicación del artículo 14 del decreto ley Nº 2.448, de 1979, la suma de cuatrocientos treinta mil seiscientos cinco pesos. Este límite se reajustará con posterioridad a esa fecha en el mismo porcentaje y oportunidad que lo sean las pensiones en virtud de la norma legal antes citada.".
Artículo 10º.-  El mayor gasto
que represente durante 1993 la aplicación del artículo 3º de la presente ley respecto del personal de los establecimientos educacionales del sector municipal, se financiará con cargo al ítem 09.20.01.25.33.029 del presupuesto vigente del Ministerio de Educación. Dicho Ministerio fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos.
El  mayor  gasto  que  demande
durante 1993 la aplicación del artículo 6º de la presente ley, se financiará con cargo a los ítem respectivos de los presupuestos vigentes de las entidades empleadoras que corresponda.
El  mayor  gasto  fiscal  que
irrogue en 1992 lo dispuesto en esta ley, se financiará mediante transferencias del ítem 50.01.03.25.33-104 de la partida presupuestaria Tesoro Público.
Artículo transitorio.-   Para
los efectos del pago de la bonificación a que se refiere el inciso segundo del artículo 4°, el Fisco aportará a las instituciones de educación superior los porcentajes de dicha bonificación que a continuación se indican en los años que se señalan, teniendo como base de cálculo la planilla de remuneraciones correspondiente al mes de marzo de 1992:
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Durante el año 1993                     90%

Durante el año 1994                       60%

Durante el año 1995                     30%

Durante el año 1996                         15%   

                       El citado aporte fiscal correspondiente a los meses de 1993 en que dicha bonificación debe ser pagada, será determinado mediante decreto del Ministerio de Hacienda, que deberá dictarse dentro del plazo de 60 días contados desde la entrada en vigencia de la presente ley.
La Ley de Presupuestos de cada
año  establecerá  el   porcentaje  en  que  los respectivos aportes fiscales deban reajustarse.".
Acordado     en     sesiones
celebradas los días 10, 17 y 18 de noviembre de 1992, con la asistencia de los HH. Senadores señores Humberto Palza Corvacho (Presidente), Rolando Calderón Aránguiz, Ricardo Hormazábal Sánchez, Ignacio Pérez Walker y William Thayer Arteaga.
Sala de la Comisión, a 20 de
noviembre de 1992.

 JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA





        Secretario
